
Introducción

En América Latina, gran parte de las elites económicas han jugado –y 
en muchos casos lo siguen haciendo– un rol de primera importancia 
en el ejercicio de la violencia política, ya sea a través del apoyo a regí-
menes dictatoriales –como ha sido el caso del Cono Sur, en especial en 
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Argentina y Chile– o a través de la construcción de alianzas y financiación 
de actores armados en escenarios de conflictos internos, como en Colombia 
y América Central. El involucramiento de elites económicas en graves abu-
sos de derechos humanos o su complicidad y apoyo a grupos armados ilega-
les en la región han sido denunciados por varias organizaciones nacionales 
e internacionales de la sociedad civil1 y han sido objeto de investigaciones 
académicas2. De hecho, las comisiones de la verdad de nueve países de Amé-
rica Latina han identificado la complicidad corporativa económica como 
uno de los elementos de las dinámicas de violencias ejercidas en contextos 
de dictaduras y conflictos armados3. 

Sin embargo, no hay suficientes estudios sobre la forma en que tal violencia 
y la impunidad que suele acompañarla operan como mecanismos claves de 
reproducción de esas elites y son funcionales a la acumulación de su estatus 
y riqueza. De allí que el presente artículo proponga analizar cómo el invo-
lucramiento en prácticas de violencia, así como la construcción de alianzas 
estratégicas, les otorga un trato preferencial por parte de la justicia que con-
tribuye no solo a la reproducción de su posición privilegiada, sino también 
a la pervivencia de las desigualdades sociales. Para esto se ejemplificará con 
los casos de Argentina y Colombia que, aunque con claras diferencias en las 
formas y extensión de la violencia, permiten ver una larga historia de represión 
institucional, violaciones sistemáticas de derechos humanos y violencia políti-
ca con una significativa participación e impunidad de las elites empresariales. 
Pese a los procesos judiciales penales en ambos países, el abordaje de las elites 
económicas sigue siendo todavía un desafío y un tema marginal. 

Elites y violencia política

Para poder identificar cómo el involucramiento en prácticas de violencia es 
funcional a la reproducción de las elites y, junto con ello, de las desigualda-
des, resulta fundamental definir en qué tipo de elites nos enfocaremos. El 

1. V. por ejemplo Global Initiative for Justice, Truth and Reconciliation (gijtr): Roles y responsa-
bilidades del sector privado en procesos de justicia transicional. Los casos de Colombia, Guatemala y 
Argentina, Fundación para el Debido Proceso, 2021, disponible en <dplf.org>.
2. Ver Victoria Basualdo: «Responsabilidad empresarial en la represión a trabajadores durante el 
terrorismo de Estado: avances recientes sobre la dictadura argentina (1976-1983) en un marco re-
gional e internacional» en La Rivada vol. 5, 2017; Leigh A. Payne, Gabriel Pereira y Laura Bernal-
Bermúdez: Transitional Justice and Corporate Accountability from Below: Deploying Archimedes’ 
Lever, Cambridge up, Cambridge, 2020. 
3. Nelson Camilo Sánchez León (ed.): Cuentas claras. El papel de la Comisión de la Verdad en la 
develación de la responsabilidad de empresas en el conflicto armado colombiano, De Justicia, Bogotá, 
2018, p. 28. 
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término «elite» hace referencia al ejercicio del poder y al estatus social, polí-
tico y económico privilegiado del que gozan ciertos grupos minoritarios en 
una sociedad. Para el análisis de las elites resulta clave entenderlas en su 

heterogeneidad y pluralidad4, plasmadas en la diver-
sidad de sus acciones e intereses, que incluso pueden 
ser contradictorios entre sí. Esta concepción de las 
elites como actores plurales y de poder se manifies-
ta en el concepto de «elites de poder» de Charles 
Wright Mills5, que identifica como integrantes de 
esos grupos a aquellas personas que ocupan posicio-
nes sociales desde las cuales pueden adoptar deci-
siones con consecuencias significativas para otros en 

diversos ámbitos, como la política, la economía y la cultura. Esta noción 
de «elite», que pone el acento en su pluralidad, no se limita solo a quienes 
ejercen poder político en forma directa, sino también a quienes a su vez 
tienen el poder y los recursos para influir sobre ellos, de modo de poder 
incidir en las diversas coyunturas sociales, políticas y económicas. A su 
vez, uno de los términos más utilizados para dar cuenta del rol de las elites 
económicas en casos de graves violaciones de derechos humanos es el de 
«complicidad empresarial». Leigh Payne y su equipo señalan que la com-
plicidad empresarial se refiere a

la asistencia o participación de los actores económicos en graves violacio-
nes de los derechos humanos (incluyendo genocidio, tortura, crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra) cometidos por el Estado o 
agentes similares al Estado (p. ej., paramilitares o fuerzas rebeldes con 
control sobre el territorio) durante situaciones de autoritarismo o conflic-
to civil. Los tipos de actuaciones del sector empresarial pueden incluir 
responsabilidad directa con violencia criminal (p. ej., concierto para de-
linquir o conspiración para cometer actos de violencia); violaciones de 
los derechos humanos bajo la ley laboral (p. ej., trabajo esclavo); finan-
ciación de crímenes de guerra; o empresas ilegales.6

En América Latina, esta complicidad se ha reflejado en el apoyo y fi-
nanciamiento de actores armados con prácticas de torturas, asesinatos, 
amenazas, despojo de tierras, desplazamientos, etc. La complicidad suele 

4. Ursula Hoffmann-Lange: «Das pluralistische Paradigma der Elitenforschung» en Stefan Hradil y 
Peter Imbusch (eds.): Oberschichten – Eliten – Herrschende Klassen, Leske + Budrich, Opladen, 2003.
5. C. Wright Mills: The Power Elite, Oxford up, Nueva York, 1956. 
6. N.C. Sánchez León: ob. cit., p. 23.
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clasificarse como directa e indirecta. La primera opera cuando las elites tie-
nen una participación directa y concreta en los actos de violencia o en las 
violaciones de derechos humanos, como, por ejemplo, en el uso de instala-
ciones de industrias como centros de tortura en Argentina. La participación 
indirecta se produce cuando los grupos económicos se involucran de forma 
mediada, por ejemplo, a través de la financiación de grupos armados para 
impedir el retorno de comunidades desplazadas a sus territorios, ya ocupa-
dos –o a ocupar– por las empresas, práctica frecuente en Colombia. 

En estas dinámicas de conflictos armados y regímenes dictatoriales 
suelen ser los autores materiales directos, es decir, los actores armados (ya 
sea legales o ilegales) quienes reciben la mayor parte de la atención y car-
gan con mayor responsabilidad legal por sus crímenes, lo que deja en un 
segundo plano la implicación de actores civiles, muchas veces los principa-
les beneficiarios de esa violencia. Pero los actores no armados en dinámicas 
de violencia no necesariamente son parte de las elites. La mayor parte de 
los trabajos que analizan la complicidad empresarial hacen referencia al rol 
de actores económicos, término que engloba diversos tipos de figuras que 
incluyen personas jurídicas (nacionales y transnacionales; públicas, priva-
das o mixtas), personas naturales que realizan actividades empresariales, 
terratenientes, agremiaciones de empresas o empresarios, etc. Pero hay que 
tener en cuenta que no todos los actores económicos, como por ejemplo 
los pequeños empresarios o comerciantes, se encuentran en la misma si-
tuación de privilegio o de poder para influir en la esfera política o en las 
diversas coyunturas sociales y económicas como se definió previamente. 
En otras palabras, no todos los actores económicos involucrados en diná-
micas de violencia son parte de la elite económica. Lo mismo sucede con 
la cuestión de los «civiles», definición que suele utilizarse en un sentido 
muy amplio. Puede incluir a todas las personas que, sin ser miembros de 
grupos armados, contribuyeron directa o indirectamente a la comisión 
de delitos en el marco de conflictos armados o dictaduras, esto es, desde 
actores económicos (empresarios, terratenientes, ganaderos, etc.), agentes 
del Estado que no sean miembros de las Fuerzas Armadas (empleados o 
trabajadores de diversas instituciones estatales, como el Poder Judicial o ad-
ministraciones locales, que, por ejemplo, hayan intervenido en el diseño 
o la ejecución de acciones delictivas, directa o indirectamente relaciona-
das con el contexto de violencia generalizada), miembros de instituciones 
religiosas o personas independientes. Es decir, no se puede equiparar el 
concepto de «civiles» con el de «elites». En este sentido, también es nece-
sario mencionar que, en América Latina, no todas las elites económicas 
han estado involucradas, se han beneficiado o han contribuido por igual 
a dinámicas de violencia y crímenes atroces. La modalidad, los intereses 
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y los tipos de participación varían de acuerdo con el contexto y con los 
modelos económicos hegemónicos que se buscaba implantar o conservar, 
como se muestra a continuación con los casos de Argentina y Colombia.

Alianzas estratégicas de reproducción

La construcción de alianzas estratégicas de las elites económicas con di-
versos actores armados y sectores políticos y judiciales es uno de los me-
canismos claves de reproducción de su poder. Esto se ve principalmente 
en lo que se podría considerar dos grandes tipos de alianzas estratégi-

cas: alianzas de violencia y alianzas de consolidación/
impunidad. Las primeras necesitan de las segundas 
para poder perpetuarse en el tiempo. Así, las alianzas 
de violencia son aquellas cuyos actores ejecutores, ya 
sean fuerzas o actores armados ilegales, posibilitan 
algún tipo de colaboración (directa o indirecta) en el 
ejercicio de acciones violentas y/o represivas con el fin 
de aumentar o mantener la propia riqueza y posición 
de poder, eliminando a la vez  resistencias sociales 
y políticas que pueden obstaculizar ese objetivo. Por 
su parte, las alianzas de consolidación/impunidad se 
refieren a la conformación de vínculos, principalmente 

informales, con instituciones del Estado, como el Poder Judicial, con 
frecuencia funcional a la perpetuación de esa violencia en el tiempo, a la 
continua obtención de beneficios por parte de las elites que ella genera y a la 
consolidación de la desigualdad que reproduce. Los altos niveles de impu-
nidad con que cuentan las elites económicas sospechadas y denunciadas 
de haber estado involucradas en graves violaciones de derechos humanos 
en América Latina son una muestra de ello. 

Alianzas de violencia

Las alianzas de violencia entre elites económicas y actores armados son un 
claro exponente de cómo esa violencia, en especial cuando es tolerada o 
fomentada por el Estado, funciona como mecanismo de reproducción de 
relaciones de desigualdad y dominación. El uso de la violencia sistemática, 
especialmente cuando es dirigida contra sectores populares, ya sean obreros, 
campesinos, estudiantes, indígenas, etc., apunta a la erosión de relaciones 
sociales, identidades y prácticas colectivas de resistencia y a la eliminación 
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de actores sociales y políticos críticos7. De allí que la conformación de 
alianzas estratégicas en el ejercicio de la violencia haya contribuido en 
América Latina a eliminar resistencias contrarias a los proyectos econó-
micos de ciertas elites, cuya realización es funcional a la reproducción de 
desigualdades y jerarquías socioeconómicas. 

Las elites económicas cuentan con diversos «socios» a la hora de garanti-
zar la reproducción y expansión de su capital y posición de privilegio sobre 
la base de prácticas de violencia. Entre ellos, hay actores estatales y no esta-
tales. Entre los últimos, encontramos en contextos de conflictos armados, 
como por ejemplo el colombiano, los grupos paramilitares. Varios traba-
jos dan cuenta de los vínculos entre el paramilitarismo y elites económicas 
en dinámicas de apropiación de recursos y despojos de territorios ya desde 
la década de 1980, en especial en lo que involucra a grupos empresariales 
locales, multinacionales, asociaciones agrícolas o ganaderas y empresarios 
independientes en diversas regiones de Colombia8. Mientras algunos au-
tores se han centrado en el papel que han tenido ciertas elites económicas 
en el fortalecimiento de grupos paramilitares ya existentes, otros análisis 
plantean que la relación entre las elites económicas y las distintas unidades 
paramilitares es casi orgánica y se remite a los orígenes mismos del para-
militarismo en los años 19809. La relación entre elite y paramilitarismo ha 
tenido diversas formas a través del tiempo, incluyendo el requerimiento de 
servicios de seguridad privada por parte de ganaderos y agricultores frente 
a los ataques de grupos guerrilleros que, por ejemplo, saboteaban infraes-
tructura para interrumpir las actividades económicas y extorsionaban a los 
actores económicos10. Pero el accionar paramilitar no solo se dirigía contra 
esos grupos guerrilleros, sino que también llevaba a cabo la represión de 
protestas sociales de sindicalistas, activistas, líderes comunitarios, defenso-
res de derechos humanos o cualquier otro individuo que fuera etiquetado 
como «guerrillero» o fuera contrario a sus intereses. Como lo explican Lara 
Bernal Bermúdez y Daniel Marín López11, los periodos en que hubo ma-
yor intensidad en las relaciones entre actores económicos y paramilitares 

7. Los efectos de la violencia política han sido muy estudiados en América Latina. V., por ejemplo, 
Patricia Weiss Fagen: «Repression and State Security» en Juan Corradi, P. Weiss Fagen y Manuel 
Antonio Garretón (comps.): Fear at the Edge: State Terror and Resistance in Latin America, Univer-
sity of California Press, Berkeley, 1992.
8. Por ejemplo, v. Francisco Gutiérrez Sanín y Jennifer Vargas Reina (eds.): El despojo paramilitar y 
su variación: quiénes, cómo, por qué, Editorial Universidad del Rosario, Bogotá, 2016. 
9. Laura Bernal Bermúdez y Daniel Marín López: «Los empresarios en la guerra: elementos de la 
verdad judicial sobre la complicidad empresarial en Colombia» en N.C. Sánchez León: ob. cit., p. 50.
10. María Teresa Ronderos: Guerras recicladas. Una historia periodística del paramilitarismo en 
Colombia, Aguilar, Bogotá, 2014, p. 53; L. Bernal Bermúdez y D. Marín López: ob. cit., p. 43.
11. L. Bernal Bermúdez y D. Marín López: ob. cit., p. 51.
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correspondieron a la época de mayor recrudecimiento de la violencia pa-
ramilitar, lo que se refleja en el número de víctimas de desplazamiento, 
despojo y homicidios, en particular a fines de los años 1990. 

Casos como el colombiano exponen cómo, en reiteradas ocasiones, la 
coalición de empresas con grupos paramilitares, pero también con agentes 
de las fuerzas de seguridad, ha funcionado como un engranaje clave para 
la continuidad o el aumento de las ganancias empresariales a costa del des-
pojo de comunidades y poblaciones enteras. En Colombia, los territorios 
de comunidades afrocolombianas como, por ejemplo, los de la región del 
Bajo Atrato, han sido escenario de constantes desplazamientos, asesinatos, 
desapariciones y despojo que han coincidido con nuevos usos de la tierra 
por dinámicas empresariales, relacionadas con actividades de deforestación 
intensiva, agroindustria y ganadería. Varios informes han corroborado la re-
lación existente entre la necesidad empresarial de expandir la frontera agrí-
cola bananera y las violaciones de derechos humanos cometidas por grupos 
paramilitares, en connivencia con agentes del Estado. El informe de la Co-
misión Intereclesial de Justicia y Paz expone cómo, por ejemplo, el grupo 
económico de la empresa internacional Chiquita Brands fue objeto de un 
escándalo mediático por su vinculación con grupos paramilitares como es-
trategia para adquirir tierras en la región del Urabá12. Tras el abandono de 
tierras por los desplazamientos forzados, fueron en ese caso las empresas 
bananeras las que ocuparon esos territorios.

Las elites económicas también tuvieron un rol significativo y ciertamente 
se beneficiaron de la represión de la última dictadura militar argentina 
(1976-1983). Ya antes y durante el régimen militar miles de personas fueron 
torturadas y desaparecidas por las fuerzas de seguridad. El terrorismo de 
Estado y la llamada «guerra contra la subversión» apuntaban a la implemen-
tación de un modelo económico en beneficio del sector financiero, para lo 
cual era necesario terminar con un Estado de tipo intervencionista basado 
en un modelo industrial13. Para esto se buscó eliminar a las fuerzas sociales 
y políticas en las que se sustentaba este modelo industrial, como sindica-
listas, activistas, partidos opositores, intelectuales, periodistas y todo aquel 
que se considerara opositor14. El modelo represivo de la dictadura puso es-
pecial énfasis en la persecución de los trabajadores y trabajadoras, hecho 

12. Comisión Intereclesial de Justicia y Paz: Empresas bananeras. Vulneración de derechos humanos 
y narcotráfico en el Bajo Atrato, Mundubat, San Sebastián, 2016. 
13. Alfredo Pucciarelli: «La Patria contratista. El nuevo discurso liberal de la dictadura militar 
encubre una vieja práctica corporativa» en A. Pucciarelli (ed.): Empresarios, tecnócratas y militares. 
La trama corporativa de la última dictadura, Siglo xxi Ediciones, Buenos Aires, 2004, p. 100.
14. Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep): Nunca más. Informe de la 
Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas, Eudeba, Buenos Aires, 2013.
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del que se beneficiaron corporaciones y grupos económicos15. Las políticas 
económicas y sociales implementadas en ese periodo modificaron sustan-
cialmente el paradigma de poder económico del país y beneficiaron de 
manera directa a una pequeña elite de empresas y grupos económicos cer-
canos al régimen16. Para esto, era necesario eliminar las fuerzas sociales de 
resistencia, tarea para la cual el Estado contó con la colaboración de varias 
elites empresariales. Muchas de estas no solo apoyaron al gobierno mili-
tar proveyéndolo de «listas negras» de sindicalistas17, sino que en algunos 
casos hasta utilizaron sus propias instalaciones como centros ilegales de 
cautiverio y tortura18. La vinculación de actores civiles, incluidas las elites 
económicas, con el accionar represivo y con graves violaciones de derechos 
humanos llevó a que hoy en día se caracterice el periodo 1976-1983 como 
«dictadura cívico-militar».

En los análisis sobre los beneficios de las elites económicas en contextos 
autoritarios o de conflictos armados se suele poner el foco en la forma en 
que contribuyen a la violación de derechos civiles y 
políticos, relegando la cuestión de la erosión de los 
derechos socioeconómicos y laborales, que en mu-
chos casos suele ser uno de los objetivos claves de esas 
dinámicas. Los derechos laborales, como el derecho 
a formar sindicatos y afiliarse a ellos, fueron cons-
tantemente violados durante la dictadura argentina, 
y trabajadores y representantes sindicales fueron uno 
de los principales objetivos de la represión. Además de 
intervenir y disolver los sindicatos, se suspendió 
el derecho de huelga para evitar la reivindicación de 
derechos laborales y sociales19. La represión estatal se centró no solo en las 
disidencias y militancias políticas radicalizadas, sino también en el disci-
plinamiento de la clase trabajadora en su conjunto, que había acumulado 
poder político y social durante las décadas anteriores. Como remarca Laura 
García Martín, el reordenamiento nacional llevado a cabo por la dictadura 
transformó por completo la estructura económica y social del país y afectó 
severamente el nivel de ingresos de los trabajadores y sus condiciones de 

15. V. Basualdo: ob. cit. 
16. Laura García Martín: Transitional Justice, Corporate Accountability and Socio-Economic Rights: 
Lessons from Argentina, Routledge, Nueva York, 2020.
17. V. Basualdo: ob. cit., p. 17.
18. Flacso Argentina y Centro de Estudios Legales y Sociales: Responsabilidad empresarial en de-
litos de lesa humanidad. Represión a trabajadores durante el terrorismo de Estado, Flacso / cels / 
Edunam, Posadas, 2015, disponible en <www.cels.org.ar>.
19. L. García Martín: ob. cit..
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vida, como así también el régimen laboral y sindical, lo que dio lugar a un 
aumento de los niveles de explotación, precariedad productiva y pauperiza-
ción de condiciones laborales20.

Alianzas de consolidación/impunidad

Las alianzas de violencia en pos de mantener el statu quo y riqueza de las 
elites no serían efectivas sin al menos la aquiescencia implícita de diversas 
instituciones del Estado, como las fuerzas de seguridad y el sistema judi-
cial, y la falta de regulaciones apropiadas. En muchos contextos latinoa-
mericanos, el sistema judicial juega en particular un rol clave tanto en 
la perpetuación de la violencia como en la reproducción y consolidación 
de desigualdades que ella contribuye a sostener. El hecho de que una 
gran mayoría de los casos de violaciones de derechos humanos en los 
que están involucradas elites económicas en contextos de conflictos ar-
mados o dictatoriales cuente con altos niveles de impunidad es un claro 
indicador de la influencia de estas elites en el Poder Judicial y en las ins-
tituciones del Estado21. 

Ahora bien, ¿a qué nos referimos cuando hablamos de impunidad? En 
términos generales, la impunidad se puede definir como «ausencia de puni-

bilidad» o «falta de castigo»22 e implica la ausencia de 
aplicación efectiva de leyes existentes que sancionan 
dichos delitos. Pero el concepto de impunidad no 
solo describe una situación jurídica, sino que refleja 
también el contexto político y social. Y es que la im-
partición de justicia no es un mero proceso neutral, 
sino que está atravesado por las relaciones de poder 
vigentes en cada sociedad. Allí se cristalizan las pug-
nas de poder actuales de diversos actores sociales, 
políticos, económicos e intelectuales. Por un lado, 

aquellos que fueron fuertemente afectados por la violencia, que suelen exigir 
verdad, justicia y reparación y, por otro, quienes temen perder su posición 

20. Ibíd.
21. R. Figari Layús: «Transitional Justice in Latin America: Toward What Kind of Justice?» en 
Tatjana Louis, Mokgadi Molope y Stefan Peters (eds.): Dealing with the Past: Perspectives from 
Latin America, South Africa and Germany, Nomos, Baden-Baden, 2021.
22. Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas: Conjunto de prin-
cipios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra 
la impunidad, e/cn.4/2005/102/Add.1, 2005, p. 6, disponible en <www.idhc.org/esp/documents/
ppiosimpunidad.pdf>.
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de poder ante los tribunales. En este marco, la justicia penal tiene la poten-
cialidad de contribuir mediante sus decisiones a la reproducción de las rela-
ciones desiguales de poder subyacentes a la violencia o a su cuestionamiento 
y transformación, si se basara en el principio formal de igualdad ante la ley. 

Si bien la independencia del Poder Judicial es un factor clave para su 
legitimidad y para un orden democrático, esta es una condición difícil de 
lograr. Por un lado, es necesario romper con miradas reduccionistas que ven 
en el Poder Judicial un actor homogéneo, que solo apunta al ejercicio de la 
dominación social y la reproducción de desigualdades. El campo judicial 
ofrece espacios de ruptura para ciertas luchas de reivindicación de derechos. 
Sin embargo, es innegable también que en América Latina este ámbito se 
encuentra frecuentemente empañado y atravesado por influencias y/o afini-
dades con elites políticas y económicas de larga data. Retomando el concep-
to de las elites como actores plurales y diversos23 que ocupan posiciones de 
poder con consecuencias claves para la sociedad a la que pertenecen, es impo-
sible negar el carácter elitista del Poder Judicial, no solo en Colombia sino en 
toda América Latina, lo cual se ve reflejado tanto en los procesos de selección 
de sus miembros (muchas veces basados en nexos políticos), sus biografías 
académicas, orientaciones políticas y pertenencia de clase, así como en muchas 
de las decisiones judiciales que toman en beneficio de ciertos sectores afines24. 
Ya sea directamente o a través de conexiones y redes personales o políticas, 
se construyen y refuerzan alianzas de apoyo mutuo entre diversos grupos de 
elites –judicial, política y económica– que conforman una amalgama de au-
toprotección que es muy difícil de romper. Las elites tienen a su disposición 
una o varias formas de capital, ya sea económico, social o simbólico, que se 
potencian entre sí y favorecen relaciones de dominación en los diversos ámbi-
tos sociales y políticos, incluido también el jurídico.

La impunidad no solo implica la ausencia de sanción penal para los respon-
sables –y, con ello, la continuidad de su accionar–, sino también la ausencia 
de investigaciones exhaustivas, lo que permite que tales prácticas de violencia 
y las desigualdades socioeconómicas que les subyacen se sigan reproduciendo. 
Es esa impunidad la que, a la vez, contribuye a reforzar la posición social, 
política y económica de estos sectores como elites intocables en un contexto 
de desigualdades. En su análisis de la aplicación de la ley en América Latina, 
Guillermo O’Donnell argumentaba que la ley se aplica de manera discrecional 

23. U. Hoffmann-Lange: ob. cit.
24. Ver el interesante trabajo sobre la pertenencia social de los jueces de Luis Miguel Donatello y 
Federico Lorenc Valcarce: «El ascenso a la elite judicial. Una reconstrucción de los orígenes y las 
trayectorias de jueces a partir de entrevistas biográficas» en Revista Argentina de Sociología vol. 11 
No 19-20, 2017.
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y, a menudo, rigurosamente severa sobre los sectores marginados de la socie-
dad como un medio efectivo de opresión25. La otra cara de esta situación es la 
forma en que los sectores privilegiados, ya sea directamente, por presión o a 
través de conexiones personales, se eximen de su cumplimiento. Como afirma 
O’Donnell, existe en América Latina una larga tradición de ignorar la ley, o 
de tergiversarla, a favor de las elites, para la represión y contención de grupos 
marginados, usualmente considerados «peligrosos». En sus palabras: «Ser po-
deroso es tener impunidad»26. De esta forma, el funcionamiento desigual del 
orden jurídico tiende no solo a reflejar las desigualdades existentes en los ni-
veles social y económico, sino también a reproducirlas. Esta desigualdad ante 
la ley en la que las elites económicas ocupan un lugar de privilegio la vemos 
tanto en el caso colombiano como en el argentino. 

Con la anulación de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final de la 
década de 1980, operada en los años 2000, se reabrieron en Argentina las 
causas judiciales penales para juzgar a los responsables por violaciones de de-
rechos humanos cometidas durante la dictadura cívico-militar. Desde 2006 
hasta 2022 ha habido más de 278 sentencias con más de 1.000 personas 
condenadas por crímenes de lesa humanidad27. En este marco, y con más 

fuerza a partir de 2015 con el primer juicio, 
empezaron a tomar impulso las querellas a 
empresarios, en especial por los casos de tra-
bajadores y sindicalistas víctimas de la dicta-
dura, por su participación en la represión28. 
Si bien en los últimos años ha habido avances 
significativos en el juzgamiento de estos casos, 
sobre todo en comparación con otros países de 
la región, los juicios son todavía pocos y muy 
difíciles de llevar a cabo29. De igual forma, las 

reparaciones monetarias a las víctimas de la dictadura en Argentina han 
excluido a las elites empresariales como actores responsables que podrían 
asumir parte del pago.

25. G. O’Donnell: «Polyarchies and the (Un) Rule of Law in Latin America», trabajo presentado 
en el congreso de la Latin American Studies Association (lasa), Kellogg Institute y Departamento 
de Gobierno de la Universidad de Notre Dame, Chicago, 1998.
26. Ibíd., p. 13.
27. Ministerio Público Fiscal: «Desde 2006 se dictaron 278 sentencias por crímenes de lesa hu-
manidad en todo el país, por las que fueron condenadas 1.070 personas», 9/6/2022, disponible 
en <www.fiscales.gob.ar>.
28. Para un análisis detallado de los procesos judiciales a empresarios por su rol en la dictadura, 
v. V. Basualdo: «Empresas, crímenes de lesa humanidad y justicia transicional en Argentina» en 
Revista Electrónica del Consejo de ddhh de la Defensoría de caba vol. 1, 2020.
29. Ibíd., p. 91.
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En este sentido, cabe señalar que los hechos que se investigan en los 
pocos procesos judiciales abiertos contra empresas no son por delitos econó-
micos, sino por violaciones de derechos civiles y políticos en las que estuvie-
ron involucradas elites empresariales locales, nacionales e internacionales. 
Es decir, no son sus proyectos económicos ni la vulneración de derechos 
laborales lo que se lleva al estrado judicial. Los crímenes que se les imputan 
a estos empresarios y directivos de empresas son privaciones ilegales de la 
libertad, tormentos y homicidios, los mismos delitos por los que fue acusada 
la mayoría de los militares y agentes de las fuerzas de seguridad. En general, 
los procesos en la justicia penal por violaciones de derechos humanos en Ar-
gentina se han centrado en el esclarecimiento de las desapariciones forzadas 
y en otras violaciones a la integridad física, por lo que las vulneraciones a de-
rechos socioeconómicos de la represión no han sido el foco de atención aun 
cuando estas, en el marco de la complicidad empresarial con la dictadura, 
ya habían sido reveladas desde la década de 1980 por la Comisión Nacional 
sobre la Desaparición de Personas (Conadep), y en la década de 1990, por 
denuncias internacionales de los sindicatos30. Las violaciones de derechos 
socioeconómicos suelen ser concebidas simplemente como parte del con-
texto en que se desarrollaron las prácticas represivas y no como una de las 
motivaciones que subyacen a la violencia31.

En el caso colombiano, también se pueden observar grandes dificulta-
des a la hora de obtener justicia en los casos en que las elites económicas y 
empresariales están involucradas en crímenes graves vinculados al conflicto 
armado. En los últimos 60 años de conflicto armado ha habido al menos 
61 acuerdos de paz entre los actores armados ilegales y el Estado en Colom-
bia32. En ninguno de ellos se incorporó a otros actores que también hayan 
tenido responsabilidad en las dinámicas de violencia o en la complicidad 
empresarial en violaciones de derechos humanos33. Este tipo de acuerdos 
implicaban una mirada militarista o minimalista del conflicto, en la que el 
rol y la responsabilidad de otros actores civiles, incluidas las elites políticas 
y económicas, quedan relegados e invisibilizados34. Por lo tanto, la solución 
del conflicto solo se entiende como una mera desmovilización de actores 

30. V. Basualdo: «Responsabilidad empresarial en la represión a trabajadores durante el terrorismo 
de Estado», cit., p. 16.
31. L. García Martín: ob. cit., p. 187.
32. Margarita Chaparro González y Nina Martínez Osorio: Negociando desde los márgenes, Dejus-
ticia, Bogotá, 2017, p. 11.
33. L. Bernal Bermúdez y D. Marín López: ob. cit., p. 40.
34. D. Marín López: «Justicia transicional fragmentada. Entender la complicidad corporativa con 
actores armados desde la construcción judicial en Colombia» en Rosario Acosta (ed.): Justicia y 
Paz desde otros lenguajes. Una mirada retrospectiva, en prensa.



76 Rosario Figari Layús | nueva sociedad | 303

armados ilegales sin considerar las causas profundas, intereses socioeconó-
micos y actores que, como se mencionó previamente, subyacen a la conti-
nuidad de la violencia y del conflicto armado en diversas regiones del país. 
Sin embargo, con los diversos procesos de justicia transicional organizados 
en los últimos años para dar respuesta a las miles de víctimas del conflic-
to, se han podido ver algunas marchas y contramarchas que involucraban 
la rendición de cuentas de algunos miembros de grupos económicos. Por 
ejemplo, en el así llamado «Proceso de Justicia y Paz», que implicó la desmo-
vilización y el juzgamiento parcial de grupos paramilitares conocidos como 
las Autodefensas Unidas de Colombia (auc) entre 2003 y 2009, durante el 
gobierno de Álvaro Uribe, se puede ver un quiebre de la alianza entre 
esos grupos y ciertas elites económicas. Si bien ese proceso de desmovili-
zación y justicia no fue diseñado para identificar o responsabilizar a otro 
tipo de actores más que los grupos paramilitares, en el marco de las con-
fesiones de los comandantes paramilitares, llamadas «versiones libres», 
salieron a relucir los nombres de empresas y empresarios vinculados a 
operaciones y crímenes paramilitares. En otras palabras, se logró recabar 
una buena cantidad de información no solamente sobre cómo fueron 
creados esos grupos y cómo operaron y expandieron su dominio territo-
rial, sino también sobre las estrategias que utilizaron para acumular po-
der político y económico, cooperando y sellando alianzas con diversos 
actores legales35. En las confesiones de ex-miembros de las auc salieron 
a relucir algunos nombres conocidos por la opinión pública, así como 
también los de empresas como Drummond, Chiquita Brands, Postobón, 
Ecopetrol y la Federación Nacional de Ganaderos, lo cual dio lugar a 
algunas investigaciones de la Fiscalía General y a procesos judiciales36. 
A finales de 2015, se creó un grupo especial de fiscales e investigadores 
dentro de la Dirección de Justicia Transicional. Se trató de 55 funcio-
narios encargados de adelantar 50 investigaciones contra financiadores 
de los paramilitares que poco habían avanzado en la justicia ordinaria. 
Sin embargo, la judicialización de este tipo de casos sigue siendo hoy 
en día escasa, lenta y burocrática. Además de falta de voluntad judicial 
y ausencia de apoyo político para investigar estas causas, también hay 
razones de índole probatoria. Como explican Bernal Bermúdez y Ma-
rín, en casos de participación de grupos económicos es difícil encontrar 
pruebas que demuestren el vínculo directo o indirecto de empresarios 

35. Ver Centro Nacional de Memoria Histórica y Organización Internacional para las Migracio-
nes (cnmh): Justicia y paz. Tierras y territorios en las versiones de los paramilitares, Bogotá, 2012. 
36. V. por ejemplo «Directivos del Fondo Ganadero de Córdoba, a responder por despojo de 
tierras» en <verdadabierta.com>, 11/2/2014.
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con el conflicto armado37. En el actual proceso de paz que comenzó a fines 
de 2016 entre el gobierno colombiano y la guerrilla de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (farc), tampoco se incluyó la problemática 
del rol de las elites económicas, con lo que el proceso de paz quedó como un 
mero problema de actores armados. Tal vez el nuevo gobierno de Gustavo 
Petro y su objetivo de «paz total» pueda cambiar eso.

Conclusiones preliminares

En este artículo se analizó cómo la construcción de alianzas estratégicas 
entre ciertas elites económicas y diversos actores (legales e ilegales/arma-
dos y civiles) juega un rol fundamental en el ejercicio de la violencia y en 
la obtención de impunidad. Este ha sido –y en muchos contextos sigue 
siendo– uno de los mecanismos claves tanto para la preservación (o expan-
sión) de su posición de privilegio como para la reproducción de su poder y 
riqueza a través del tiempo. 

El usufructo del ejercicio de la violencia en beneficio de las elites econó-
micas puede tener lugar en distintos tipos de regímenes políticos, no solo 
en el marco de dictaduras, como fue el caso argentino, sino también en 
contextos de democracias formales, como en el caso de Colombia. La im-
punidad y la falta de regulaciones y controles estatales sobre el accionar de 
las elites tienen consecuencias que van mucho más allá de esos grupos en sí 
y sus víctimas directas. Además de contribuir a la consolidación de modelos 
de acumulación basados en desigualdades sociales y económicas, estas di-
námicas tienden a erosionar la confianza en las instituciones del Estado y su 
legitimidad, a la vez que construyen distintos tipos de ciudadanías, unas de 
privilegio y otras de segunda clase. La impunidad de las acciones violatorias 
de derechos básicos por parte de elites económicas no hace más que reflejar 
y reforzar a la vez las desigualdades y privilegios predominantes en una so-
ciedad determinada.

37. L. Bernal Bermúdez y D. Marín López: ob. cit., p. 42.


